Proceso Ordinario Laboral 

Radicado: 66001-31-05-005-2020-00263-01
Olivet de Jesús Ladino Suárez vs Colpensiones y otros 

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

SEGURIDAD SOCIAL / RÉGIMEN DE TRANSICIÓN / PENSIÓN DE VEJEZ / INTERESES MORATORIOS  

RÉGIMEN DE TRANSICIÓN  – Art. 36 de la Ley 100 de 1993.
… El artículo 36 de la Ley 100 de 1993 instauró un régimen de transición pensional para aquellas personas que, a la entrada en vigencia de dicha ley - 01/04/1994- tuvieran 40 o más años de edad si es hombre o 15 o más años de servicios, pero para los servidores públicos del nivel departamental, municipal y distrital, dicho sistema comenzó su vigencia el 30/06/1995 tal como lo establece el artículo 151 de la Ley 100 de 1993.

Régimen de transición que subsistió hasta el 31/07/2010, a menos que el beneficiario tuviera 750 semanas o su equivalente en tiempo de servicios para el 29/07/2005, evento en el cual disfrutaría del mencionado régimen hasta el 31/12/2014 al tenor del parágrafo transitorio 4º del artículo 1º del Acto Legislativo 01/2005.
PENSIÓN DE VEJEZ – Requisitos en el Acuerdo 049 de 1990.

… De conformidad con lo previsto por el artículo 12 Decreto 758/90 y para el caso de los hombres, para obtener el derecho a la pensión de vejez se requiere acreditar 60 años de edad y haber cotizado 1.000 semanas en cualquier tiempo o 500 dentro de los 20 años anteriores al cumplimiento de esa edad.
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Pereira, Risaralda, trece (13) de febrero de dos mil veinticinco (2025)
Acta número 17 de 07-02-2025
Vencido el término para alegar otorgado a las partes, procede la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira a resolver los recursos de apelación y a surtir el grado jurisdiccional de consulta de la sentencia proferida el 20 de mayo de 2024 por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso promovido por Olivet de Jesús Ladino Suárez – sucedida procesalmente por María Oliva Trejos contra la Administradora Colombiana de Pensiones – Colpensiones, trámite al que se integró como litisconsorte necesario a la Empresa de Servicios Públicos Domiciliarios Serviciudad ESP.
ANTECEDENTES

1. Síntesis de la demanda y su contestación

Olivet de Jesús Ladino Suárez pretende que se declare que tiene derecho al reconocimiento y pago de la pensión de vejez con fundamento en el Acuerdo 049 de 1990 a partir del 11/01/2010 al alcanzar la edad de 57 años y 500 semanas de cotización dentro de los 20 años anteriores a su cumplimiento. Derecho que reclamó por 14 mesadas y los intereses de mora del artículo 141 de la Ley 100 de 1993.
Fundamentó sus aspiraciones en que: i) nació el 11/01/1950 y para la actualidad cuenta con 70 años de edad; ii) se afilió al ISS desde el 15/02/1980; iii) para el 01/04/1994 contaba con 44 años de edad; iv) laboró un total de 1.343,5 semanas en toda su vida laboral incluyendo tiempos públicos a favor del Municipio de Dosquebradas, siendo la última cotización a la empresa de empleos temporales; v) solicitó la prestación que fue negada el 11/02/2019; vi) contaba con 1.129,6 semanas al 31/12/2014 y 64 años de edad por lo que cumple con los requisitos del acto legislativo 01 de 2005. 

La Administradora Colombiana de Pensiones – Colpensiones – al contestar la demanda se opuso a todas las pretensiones para lo cual argumentó que el demandante solo ostenta 1.236 semanas y no 1.343,5 que se alega en la demanda. Además, argumentó que dentro de los 20 años anteriores al cumplimiento de la edad solo cuenta con 310 semanas cotizadas y en toda la vida laboral hasta el 31/07/2010 contaba con 485 semanas, esto es, inferior a las 1.000 que requeriría. Presentó como medios de defensa la “inexistencia de la obligación”, “prescripción”, entre otras. 

El 25/07/2023 el despacho de primer grado ordenó integrar la litis con la Empresa de Servicios Públicos Domiciliarios Serviciudad E.S.P. en calidad de litisconsorte necesario (archivo 28, c. 1). Todo ello porque en la demanda incoada se reclama una prestación de vejez con fundamento en servicios que prestó a una entidad del sector público, esto es, los cumplidos para Serviciudad ESP entre el 02/07/1991 al 05/04/1994.
La Empresa de Servicios Públicos Domiciliarios Serviciudad E.S.P. al contestar la demanda también se opuso a la totalidad de las pretensiones para lo cual argumentó que sostiene un vínculo laboral a término indefinido con el demandante desde el 01/02/2021. Explicó que se atribuyen a su cargo cotizaciones desde el 02/07/1991 al 05/04/1994, pero Serviciudad ESP solo fue creada a partir del 17/01/1997; por lo que, no puede exigírsele el reconocimiento de obligación alguna de actos anteriores a su constitución. Presentó como medios de defensa los que denominó “inexistencia de la obligación y cobro de lo no debido”, “falta de legitimación en la causa por pasiva”, entre otros (archivo 31, c. 1).
2. Síntesis de la sentencia
El Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Pereira ordenó a Colpensiones que liquide el cálculo actuarial por el periodo del 02/07/1991 al 05/04/1994 y enero a noviembre de 1995 laborado por el demandante a favor de la Empresa Municipal de Servicios de Dosquebradas y, en consecuencia, condenó a Serviciudad ESP a pagar dicho cálculo actuarial.

Luego, declaró que Olivet de Jesús Ladino Suárez tenía derecho a la pensión de vejez en los términos del Acuerdo 049 de 1990 sobre un salario mínimo, por 14 mesadas a partir del 11/01/2010, pero con fecha de disfrute de 25/11/2019. En consecuencia, condenó a Colpensiones a pagar el retroactivo pensional desde el 25/11/2019 hasta el 01/02/2021 – fecha de fallecimiento del demandante – a favor de la masa sucesoral- que tasó en $20’800.000, al que deben descontársele los aportes en salud. Además, a pagar los intereses de mora del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 a partir del 16/03/2020 y hasta que “se produzca el pago del retroactivo, previa aplicación de los descuentos en salud”.  Finalmente, condenó en costas procesales a Colpensiones a favor del demandante en un 80% y a Serviciudad ESP a favor del demandante en un 20%.

Como fundamento de dichas determinaciones argumentó que el demandante sí era beneficiario del régimen de transición pensional pues contaba con más de 40 años para el 01/04/1994 y en tanto, alcanzó los 60 años de edad el 11/01/2010, esto es, antes del 31/07/2010, no resultaba necesario exigirle la extensión del régimen de transición pensional hasta el 31/12/2014.

Ahora bien, en cuanto a los tiempos laborados argumentó la a quo que conforme a las certificaciones aportadas al plenario se acreditaba que el demandante había laborado para Serviciudad ESP desde el 02/07/1991 hasta el 05/04/1994 y desde enero a noviembre de 1995, respecto de los cuales no se realizó las correspondientes cotizaciones al sistema de seguridad social. Tiempos que debían ser tenidos en cuenta por Colpensiones para resolver la petición pensional, pues incluso allí hizo alusión a la SU769/2014 – acumulación de tiempos públicos y privado -, pese a que no se hubiera hecho cotización alguna a caja o fondo de previsión. 

Entonces, argumentó que dichos tiempos deben ser asumidos por Serviciudad EPS porque a esta se transmitieron los activos de la Empresa Municipal de Servicios de Dosquebradas – E.P. No. 113 del 17/01/1997 – y entonces, bajo el artículo 2488 del C.C. que establece el derecho del acreedor de perseguir las obligaciones a su favor, y en este evento a Serviciudad ESP se trasmitieron los bienes muebles e inmuebles que estaban en cabeza de la Empresa Municipal de Servicios de Dosquebradas; activos con los que debe responder por el crédito del cálculo actuarial.  
3. De los recursos de apelación

Inconformes con la decisión la totalidad de las partes en contienda presentaron recurso de alzada para lo cual, la demandante, reclamó que el retroactivo pensional debía reconocerse desde el año 2010, en la medida que las cotizaciones que en adelante se realizaron fueron producto del error inducido creado por Colpensiones, aunque resaltó que, por efectos de la prescripción, dicho retroactivo debía reconocerse desde el 25/10/2016.

A su turno, Colpensiones recriminó que el demandante no había colmado el número total de semanas requeridas para alcanzar el derecho de vejez, pero señaló que su reconocimiento se debe condicionar al pago del cálculo actuarial por el empleador omiso. 
Finalmente, Serviciudad ESP reprochó que desconoce la historia laboral del demandante, porque Serviciudad ESP solo se constituyó a partir del 17/01/1997 en E.P. No. 113, de ahí que solo es responsable de las obligaciones adquiridas a partir de dicha fecha, y lo único que ahora puede reconocer son las obligaciones causadas a partir del 01/02/2021 cuando suscribió un contrato de trabajo a término indefinido con el demandante. Concluyó que no le corresponde reconocer obligación alguna causada antes de la constitución acaecida el 17/01/1997. 
4. Del grado jurisdiccional de consulta

Como la decisión proferida en primera instancia resultó adversa a Colpensiones, entonces se ordenó el grado jurisdiccional de consulta, conforme lo estable el artículo 69 del C.P.L. 
5. Alegatos 

Únicamente fueron presentados por la demandante que coinciden con temas que serán abordados en la presente decisión. 
CONSIDERACIONES

1. Problemas jurídicos
Visto el recuento anterior la Sala se pregunta,

1.1. ¿El demandante demostró reunir los requisitos para ser beneficiario de la pensión de vejez en los términos del artículo 36 de la Ley 100 de 1993, que le permitan acudir a los presupuestos de edad y densidad de semanas fijados en el Acuerdo 049 de 1990?
1.2. ¿Serviciudad ESP fue subrogataria de los derechos de orden pensional causados a favor del demandante y a cargo de la Empresa Municipal de Servicios de Dosquebradas?

1.3. ¿El demandante acreditó la relación laboral con la Empresa Municipal de Servicios de Dosquebradas que permita contabilizar los interregnos que se echan de menos para efectos pensionales?

2. Solución a los problemas jurídicos
2.1. Régimen de transición

2.1.1 Fundamento jurídico

El artículo 36 de la Ley 100 de 1993 instauró un régimen de transición pensional para aquellas personas que, a la entrada en vigencia de dicha ley - 01/04/1994- tuvieran 40 o más años de edad si es hombre o 15 o más años de servicios, pero para los servidores públicos del nivel departamental, municipal y distrital, dicho sistema comenzó su vigencia el 30/06/1995 tal como lo establece el artículo 151 de la Ley 100 de 1993.
Régimen de transición que subsistió hasta el 31/07/2010, a menos que el beneficiario tuviera 750 semanas o su equivalente en tiempo de servicios para el 29/07/2005, evento en el cual disfrutaría del mencionado régimen hasta el 31/12/2014 al tenor del parágrafo transitorio 4º del artículo 1º del Acto Legislativo 01/2005.

2.1.2 Fundamento fáctico

El demandante alcanzó los 40 años de edad el 11/01/1990 (fl. 1, archivo 505, c. 1); por lo que, era beneficiario del régimen de transición pensional, máxime que los aportes anteriores a dicha edad se realizaron al ISS, hoy Colpensiones, a través de Morabae Ltda. entre el 15/02/1980 al 01/05/1981 (fl. 5, archivo 2020, c. 1), entonces es destinatario de la ley anterior a la vigencia de la citada Ley 100 de 1993. 
Ahora bien, en tanto que alcanzó los alcanzó los 60 años de edad el 11/01/2010 (fl. 1, archivo 505, c. 1), pues nació en el mismo día y mes de 1950, no requería extender el régimen de transición más allá 31/07/2010.
Al punto es preciso acotar que revisada la historia laboral en detalle se advierte que aparecen las observaciones “valor devuelto del régimen de ahorro individual por pago al fondo” (fl. 6, archivo 2020, c. 1); por lo que, en principio se desprendería que el demandante perdió los beneficios del régimen de transición pensional, cuando se trasladó al RAIS y luego retornó al RPM, tal como lo establecía el inciso 4 y 5 del artículo 36 de la Ley 100 de 1993; no obstante, al tenor de las decisiones C-789/2002, C-1024/2004; SU-062/2010; SU-130/2013 y finalmente la SL2929/2022 para recuperar el régimen de transición bastaba con que el afiliado acreditara por lo menos 15 años de servicios a la vigencia de la Ley 100 de 1993. Tiempo que el demandante no ostenta, en la medida que para el 01/04/1994 apenas contaba con 464,42 semanas, que se traducen en 9,03 años, es decir, menor al requerido para recuperar la transición pensional. 
No obstante, con ocasión a la prueba de oficio decretada por esta Colegiatura el 27/11/2024 en la que se requirió a Colpensiones y a Asofondos para que certificaran el traslado del demandante al RAIS, las fechas de permanencia, traslado, efectividad y retorno, o si estuvo incurso en alguna situación de multivinculación (archivo 10, c. 1). 

Así, Colpensiones contestó que “no se evidencia que el ciudadano se trasladó a la AFP ni presentó multivinculación” (fl. 4, archivo 14, c. 2). A su turno, Asofondos indicó que consultado el Sistema de Información de los Afiliados a los Fondos de Pensionales – SIAFP – que concentra la información remitida por las AFP y en algunos casos por Colpensiones, se encontraba que el demandante había estado vinculado a Colpensiones desde el 15/02/1980, sin reportar fecha de proceso alguno a AFP del RAIS, pero que “presentó aportes realizados a una administradora diferente a la seleccionada por el afiliado. No obstante, estos ya fueron girados a la administradora correcta y no presenta traslado de saluda desde una AFP del Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad al Régimen de Prima Media” (fl. 4, archivo 15, c. 2).

Información de la que se desprende que aun cuando aparece la observación en la historia laboral del demandante de “valor devuelto del régimen de ahorro individual por pago al fondo”, lo cierto es que este no se trasladó en momento alguno a una AFP del RAIS, sino que existió un pago de aporte a una AFP que este jamás había elegido, sin que ello implique que hubiese estado allí afiliado; por lo tanto, la única afiliación del demandante en el régimen de seguridad social en pensiones ha sido al RPM, de ahí que sigue arropado con la transición pensional. 

2.2. Requisitos para acceder a la pensión de vejez conforme al Acuerdo 049 de 1990.
2.2.1 Fundamento jurídico
De conformidad con lo previsto por el artículo 12 Decreto 758/90 y para el caso de los hombres, para obtener el derecho a la pensión de vejez se requiere acreditar 60 años de edad y haber cotizado 1.000 semanas en cualquier tiempo o 500 dentro de los 20 años anteriores al cumplimiento de esa edad.
2.2.2. Fundamento fáctico

En cuanto a la edad, el demandante la alcanzó el 11/01/2010 (fl. 1, archivo 505, c. 1); por lo que, resta determinar si reúne las 1.000 semanas en cualquier tiempo o 500 dentro de los 20 años anteriores al cumplimiento de la edad, teniendo en cuenta como fecha final de la transición pensional de la que es beneficiario el 31/07/2010.
Así, conforme a la historia laboral actualizada al 26/09/2022 (archivo 2020, c. 1) el demandante cuenta con un total de semanas cotizadas en toda su vida laboral y hasta el 31/07/2010 de 783 ciclos, que son insuficientes para colmar los 1.000 requeridos por el Acuerdo 049 de 1990. 
Y dentro de los 20 años anteriores al cumplimiento de la edad, esto es, entre el 11/01/1990 y el 11/01/2010 cuenta con un total de 417 semanas, también insuficiente para acreditar el derecho pues requiere 500 semanas. 
Ciclos que desagregados corresponden a 293,57 semanas por los tiempos públicos certificados por el Departamento de Risaralda (fl. 17, archivo 505, c. 1) y los restantes cotizados al ISS (archivo 2020, c. 1).

Ahora bien, rememórese que el demandante en los hechos del libelo genitor (hecho 4) (fl. 4, archivo 1616, c. 1) adujo que había prestado sus servicios también para la Empresa Municipal de Servicios Públicos de Dosquebradas entre el 02/07/1991 hasta el 05/04/1994, que el demandante tasó en un total de 141,57 semanas. Tiempos que no aparecen contabilizados en la historia laboral del demandante; por lo que, importa analizar si había o no lugar a hacerlo. 

Se reitera, respecto a esto Serviciudad ESP recriminó que en tanto esta solo fue creada a partir de 1997 no podía ser vinculada al plenario y mucho menos condenada al pago de cálculo actuarial alguno por tiempos anteriores a su creación.
Por lo que, en este apartado comporta determinar si Serviciudad ESP es subrogó en las obligaciones que hubiese adquirido el extinto establecimiento público Empresa Municipal de Servicios de Dosquebradas. 

Así, conforme a la prueba de oficio decretada por esta Colegiatura el 27/11/2024 Serviciudad ESP aportó el siguiente documental:

· Acuerdo 05 del 15/04/1996 por medio del cual se liquidó a la Empresa Municipal de Servicios de Dosquebradas (fl. 4, archivo 16, c. 1).

Acuerdo de liquidación en el que se indicó que la Empresa Municipal de Servicios de Dosquebradas había sido creada en el Acuerdo No. 022 de 1988 como un establecimiento público del orden municipal para prestar los servicios públicos, pero que tal objeto había sido proscrito por la Ley 142 de 1994 y por ello, al tenor del Decreto 2785 del 22/12/1994 del Ministerio de Desarrollo Económico que reglamentó la Ley 142 de 1994 se establecieron las disposiciones para la transformación y adecuación estatutaria de las entidades prestadoras de servicios públicos domiciliarios y por ello, se ordenó a los alcaldes realizar las transformaciones de las entidades descentralizadas a sociedades por acciones o empresas industriales y comerciales del estado (fl. 4, ibidem). 

Y por ello, se ordenó la liquidación del establecimiento público Empresa Municipal de Servicios dentro del término de 1 año (fl. 6, ibidem). Acuerdo en el que nada se dispuso sobre las obligaciones pensionales del personal que allí laboraba. 

· Acuerdo No. 063 del 27/12/1996 a través del cual se creó la empresa industrial y comercial del Estado encargada de prestar los servicios públicos domiciliarios en el municipio de Dosquebradas en la que en su artículo 4º estableció:

“La creación de esta Empresa Industrial y Comercial del Estado del Ámbito Municipal, no produce solución de continuidad en la existencia como persona jurídica de la Empresa Municipal de Servicios, ni en su patrimonio, ni en sus actividades, ni en los derechos y obligaciones surgidos con anterioridad” (fl. 10, archivo 16, c. 2).

Finalmente, en el artículo 7º se dispuso que el patrimonio inicial de la empresa industrial estaría constituido por los bienes aportados por los socios: Empresa Municipal de Servicios y por el Municipio de Dosquebradas (fl. 11, ibidem).

· Escritura Pública No. 113 del 17/01/1997 otorgada por el Municipio de Dosquebradas y la Empresa Municipal de Servicios de Dosquebradas del “acto o contrato: transformación sociedad” (fl. 16, archivo 16, c. 2).

Escritura en la que se protocolizaron “los Estatutos de la Empresa de Servicios Públicos Domiciliarios de Dosquebradas. Empresa Industrial y Comercial del Estado del Orden Municipal”. 
· Escritura Pública No. 4325 del 26/12/2003 otorgada por la Empresa de Servicios Públicos Domiciliarios de Dosquebradas respecto del “clase de acto: reforma estatutos empresa de servicios públicos domiciliarios de Dosquebradas” (fl. 52, archivo 16, c. 2).
Escritura en la que se modificó la denominación o razón social de la Empresa de Servicios Públicos Domiciliarios que en adelante se denominaría Serviciudad ESP y que su junta directiva estaría conformada por el alcalde de Dosquebradas, los secretarios de planeación, obras públicas y el asesor privado de la alcaldía, así como 2 representantes de los usuarios o vocales. 

De lo hasta aquí discurrido se advierte que la empresa respecto de la cual el demandante reclama el tiempo laborado para ser computado en su historia laboral, esto es, el establecimiento público Empresa Municipal de Servicios de Dosquebradas, fue liquidada mediante el Acuerdo 05 del 15/04/1996 y en su lugar se creó una empresa industrial y comercial del estado encargada de prestar los servicios públicos domiciliarios de ese municipio conforme al Acuerdo No. 063 del 27/12/1996 y en su artículo 4º definió que:

“La creación de esta Empresa Industrial y Comercial del Estado del Ámbito Municipal, no produce solución de continuidad en la existencia como persona jurídica de la Empresa Municipal de Servicios, ni en su patrimonio, ni en sus actividades, ni en los derechos y obligaciones surgidos con anterioridad” (fl. 10, archivo 16, c. 2).

Es decir, que la nueva empresa industrial y comercial del Estado – actualmente Serviciudad ESP - NO interrumpió NI hubo ruptura en el patrimonio, actividades o derechos y obligaciones surgidos con anterioridad a su creación, esto es, aquellos relativos al establecimiento público liquidado Empresa Municipal de Servicios de Dosquebradas.

Puestas de este modo las cosas, bajo el artículo 4º del Acuerdo No. 063 del 27/12/1996 no hubo solución de continuidad entre el establecimiento público y las empresas, de ahí que los derechos causados a favor del demandante por el tiempo que laboró en el establecimiento público son del resorte actual de Serviciudad ESP, y por ende, sí está obligada a responder por las acreencias que se desprendan del vínculo laboral que el demandante tuvo con la Empresa Municipal de Servicios de Dosquebradas, Risaralda, pero no por ello, hay lugar a confirmar la condena al pago del cálculo actuarial como se explicará más adelante en la medida que los tiempos reclamados fueron efectivamente pagados por la Empresa Municipal de Servicios Públicos de Dosquebradas, hoy Serviciudad E.S.P
Auscultada en detalle la historia laboral aportada por Colpensiones actualizada al 26/09/2022 (fl. 3, archivo 2020, c. 1) se desprende que se certificó que el demandante contaba con tiempos de servicios públicos no cotizados al ISS desde el 01/03/1989 hasta el 30/06/1991 a favor de la Empresa de Servicios de Acueducto y Alcantarillado de Risaralda Limitada ESAR (fl. 5, ibidem). 

Y luego de ello, el próximo reporte da cuenta de que a partir del 06/04/1994 hasta el 01/09/1994 se hicieron pagos al ISS por parte de “EMPR Municipal de Servicios” (fl. 5, ibidem), esto es, sin evidenciarse cotización alguna por el tiempo que reclama el demandante desde julio de 1991 hasta abril de 1994, como se detalla en la siguiente tabla:
	Empleador
	Inicial
	Final
	Observación

	Empresa de Servicios de Acueducto y Alcantarillado de Risaralda ESAR
	01/03/1989
	30/06/1991
	Acreditado en la historia laboral

	Empresa Municipal de Servicios Públicos de Dosquebradas
	02/07/1991
	05/04/1994
	Tiempo que reclama sea incluido en la historia laboral

	Empresa Municipal de Servicios Públicos de Dosquebradas
	06/04/1994
	01/09/1994
	Acreditado en la historia laboral


Ahora bien, verificada la documental que obra en el expediente con la demanda se aportó una certificación emitida el 20/11/2019 por María Elena Peláez López - profesional de talento humano de Serviciudad E.S.P. en la que da cuenta que el demandante tuvo las siguientes vinculaciones (fl. 6, archivo 505, c. 1):

	Tipo de vinculación
	Periodo
	Cargo

	Orden de trabajo
	02/07/1991 a 31/10/1991
	Lector

	Contrato individual de trabajo a término fijo
	30/11/1991 a 30/12/1991
	Lector

	Acta de posesión
	01/01/1992 a 30/01/1994
	Lector

	Acta de posesión
	01/02/1994 a 30/01/1996
	Auxiliar Administrativo


Luego, milita el “certificado de información laboral – certificación de periodos de vinculación para pensionales y bonos pensionales” (fl. 2 a 5, archivo 505, c. 1), mismo documento que aportó Colpensiones al contestar la demanda (fl. 12 a 15, y 22 a 26, archivo 1818, c. 1).

Certificado en el que se indica “A. Identificación de la entidad que certifica: Empresa Municipal de Servicios de Dosquebradas” Ni. 800086512-0, que también corresponde al empleador por el cual se certifica el tiempo. 
Luego se señaló que el demandante había tenido la siguiente vinculación laboral:
Del 01/11/1991 al 05/04/1994 a favor de la Empresa Municipal de Servicios en el cargo de fontanero. Y que por dicho tiempo se habían realizado aportes a pensión al “Fondo de Pensiones ISS”. Certificado elaborado por la profesional de talento humano de la vinculada Serviciudad ESP.
Profesional a la que se le tomó testimonio en el proceso de ahora y por ello, María Elena Peláez López afirmó que trabaja para la Empresa Municipal de Servicios de Dosquebradas desde 1992, asignada a la parte contable. Explicó que dicha empresa fue liquidada en 1997 y se convirtió en una empresa industrial y comercial del Estado prestadora de servicios públicos, que cambió su nombre en el 2003 a Serviciudad ESP. En ese sentido, dijo que el demandante sí laboró para la Empresa Municipal de Servicios de Dosquebradas, pero no cuando esta se convirtió en empresa industrial y comercial del Estado y que las certificaciones dadas por ella, las realizó con base en la información laboral del demandante que reposa en los archivos de la entidad. 

Seguidamente milita la “certificación de salarios mes a mes – para pensiones del régimen de prima media y para liquidación y emisión de bonos pensionales tipo A Modalidad 1” (fl. 4, archivo 0505, c. 1) emitida también por la entidad Empresa Municipal de Servicios de Dosquebradas a favor del demandante, en el que se certificaron los salarios recibidos desde noviembre de 1991 hasta abril de 1994 (fl. 5, ibidem). Certificación elaborada por la misma profesional de talento humano de Serviciudad E.S.P. 

De las anteriores certificaciones se desprende que el demandante prestó servicios a la Empresa Municipal de Servicios de Dosquebradas, concretamente entre noviembre de 1991 hasta abril 1994, pues así fue certificado por la Profesional de Talento Humano de dicha empresa. Profesional que diligenció los certificados de información laboral que dan cuenta, como se indicó, no solo de la vinculación laboral durante dichos extremos, sino también del pago que se hizo por esos tiempos al ISS.
Ahora bien, Colpensiones en escrito enviado al demandante el 18/02/2019 afirmó que el periodo que se dice laboró a “la Empresa Municipal de Servicios desde el 01/11/1991 al 30/04/1994 (…) no se encontraron registros de pagos a su nombre para los periodos reclamados; por lo anterior, pese a los soportes anexos por usted, es necesario que nos suministre documentos probatorios y/o soportes, como tarjetas de reseña, tarjetas de comprobación de derechos, (…) esta información es necesaria para adelantar el proceso de corrección a que haya lugar” (fl. 293, archivo 1818, c. 1).

Entonces, hasta este momento se advierte que conforme a los documentos que obran en el expediente se desprende que los tiempos que reclama el demandante para que se contabilicen en su historia laboral, sí fueron cotizados al ISS. Pero Colpensiones se opone a ello.
Con el propósito de desentrañar el pago de dichos periodos la a quo mediante auto del 25/07/2023 integró la litis con la Empresa de Servicios Públicos Domiciliarios Serviciudad E.S.P. en calidad de “litisconsorte necesario por la parte pasiva” (fl. 2, archivo 28, c. 1), antes Empresa Municipal de Servicios de Dosquebradas (fl. 1, archivo 28, c. 1).
Y Serviciudad ESP al contestar la demanda no tachó de falsedad – art. 269 del C.G.P. - los documentos emitidos por la profesional de talento humano de dicha entidad, esto es, la certificación laboral ni los formatos Oclep ya descritos, aportados tanto por el demandante como por la demandada Colpensiones, pero reclamó que únicamente a partir de su creación el 17/01/1997 era responsable de las acreencias que se generen, y por ende, los tiempos que el demandante reclama de 1991 a 1994 se encuentran fuera de su órbita, pues no existía para la época (fl. 6, archivo 31, c. 1).

Entonces, resulta indispensable establecer la autenticidad del documento suscrito por la profesional de talento humano de Serviciudad E.S.P. con la finalidad de desprender efectos probatorios del mismo oponibles a Colpensiones.

Para el efecto, es preciso acotar que un documento público al tenor del inciso 2º del artículo 243 del C.G.P. corresponde al otorgado por el funcionario público en ejercicio de sus funciones o con su intervención, y seguidamente, conforme al artículo 257 del C.G.P. que fija el alcance probatorio de los documentos públicos, establece que “Los documentos públicos hacen fe de su otorgamiento, de su fecha y de las declaraciones que en ellos haga el funcionario que los autoriza”.
Y como se definió en líneas anteriores Serviciudad ESP estaba autorizado a través de la oficina de talento humano en dar cuenta de las afiliaciones, pagos y cotizaciones que se hizo por parte del establecimiento público Empresa Municipal de Servicios de Dosquebradas a favor del demandante.

De ahí que, las certificaciones laborales, conocidas también como formatos Oclep en los que se informa que se realizaron a favor del demandante los aportes pensionales al ISS desde noviembre de 1991 hasta abril de 1994 proviene de un servidor público autorizado para ello, esto es, el profesional de talento humano de Serviciudad ESP tal como lo establece el artículo 257 del C.G.P. y por ello, hace fe de su otorgamiento. 

Ahora bien, al tenor del artículo 244 del C.G.P. un documento es auténtico cuando existe certeza sobre la persona que lo elaboró y firmó, y en el inciso 5º se indica que “La parte que aporte al proceso un documento, en original o en copia, reconoce con ello su autenticidad y no podrá impugnarlo, excepto cuando al presentarlo alegue su falsedad”.

Y Colpensiones al contestar la demanda aportó los mismos documentos aquí analizados, sin alegar falsedad alguna, esto es, tanto la certificación de vinculaciones laborales del demandante emitida el 20/11/2019, como el “certificado de información laboral – certificación de periodos de vinculación para pensionales y bonos pensionales” (fl. 12 a 15, y 22 a 26, archivo 1818, c. 1).

Por lo tanto, dicha documental sí es oponible a Colpensiones y por ello, se atiene a las consecuencias probatorias que se aparejaban en su contra bajo el artículo 244 del C.G.P. 

Puestas de ese modo las cosas, las pruebas con las que el demandante pretende acreditar un tiempo laborado a favor de la hoy Serviciudad S.A.S., y por ende, que se contabilice en su historia laboral se encuentra plenamente acreditado, puesto que la certificación de tiempos laborados y los formatos Oclep elaborados y suscritos por la profesional de Serviciudad ESP son auténticos, pues:
i) Existe certeza de quien lo elaboró – Serviciudad ESP-.
ii) No fueron tachados de falso por Serviciudad ESP, esto es, a quien se atribuye su elaboración y,
iii) Colpensiones al contestar la demanda también aportó dicha documental, con lo que reconoció su autenticidad, pues no alegó su falsedad con su presentación.
Documental de la que entonces se desprende que los tiempos reclamados por el demandante para que sean integrados en su historia laboral, concretamente los certificados por Serviciudad ESP esto es, desde el 01/11/1991 al 30/04/1994:

i) Sí deben contabilizarse en la historia laboral del demandante por un total de 130,28 semanas.
ii) Sí debe absolverse a Serviudad ESP del pago del cálculo actuarial al que fue condenado porque conforme al formato Oclep ya anunciado, dichos tiempos sí fueron cotizados al ISS y por ende, Serviciudad ESP no debía ser condenada a pagar el cálculo actuarial por dicho periodo (01/11/1991 al 30/04/1994) y por ello, prospera el recurso de apelación de la vinculada, pero por otras razones. 
iii) En consecuencia, se revocará el numeral 1º de la decisión de primer grado para en su lugar absolver a Serviciudad ESP del cálculo actuarial.
Ahora bien, retornando al número de semanas necesarias para alcanzar el derecho pensional de vejez del demandante Olivet de Jesús Ladino Suárez rememórese que dentro de los 20 años anteriores al cumplimiento de la edad, esto es, entre el 11/01/1990 y el 11/01/2010 contaba con un total de 417 semanas, a las que deben sumarse las ya mencionadas 130,28 semanas acaecidas entre el 01/11/1991 al 30/04/1994; por lo que, arroja un total de 547 semanas dentro de los 20 años anteriores al cumplimiento de la edad (11/01/1990 al 11/01/2010), esto es, superior a las 500 semanas requeridas y por ello, el demandante acreditó los requisitos para obtener el derecho pensional bajo el Acuerdo 049 de 1990 si en cuenta se tiene que alcanzó la edad de 60 años para el 11/01/2010, y las 500 semanas las colmó el 30/08/2009. Así, la fecha en la que alcanzó la edad corresponde a la causación del derecho pensional, esto es, el 11/01/2010.
2.3. De la mesada pensional, el retroactivo pensional, la prescripción y los intereses moratorios

De entrada es preciso acotar que en el evento de ahora existe un error inducido por Colpensiones en la medida que el demandante reclamó por primera vez su derecho pensional el 25/01/2019 (fl. 14, archivo 0505, c. 1), momento para el cual ya contaba con los requisitos para pensionarse tal como se ha desentrañado en sede judicial, pues como se indicó, Colpensiones tenía conocimiento de los aportes que le habían sido pagados por los tiempos que transcurrieron entre 1991 y 1994 a favor de la Empresa de Servicios Públicos de Dosquebradas – hoy Serviciudad ESP – y que se desprenden del formato Oclep ya descrito.
No obstante, Colpensiones resolvió de forma negativa el derecho en la Resolución SUB 38574 del 11/02/2020 (fl. 14, archivo 0505, c. 1), y ello implicó que el demandante continuara cotizando hasta el 31/08/2022 (fl. 4, archivo 2020, c. 1), de ahí el citado error inducido; por lo que, en principio tendría razón el demandante en su recurso de apelación.
No obstante, la fecha de disfrute en este evento debe coincidir con la manifestación de la voluntad del demandante de obtener el derecho pensional, esto es, cuando solicitó por primera vez el derecho pensional el 25/11/2019 (fl. 14, archivo 0505, c. 1), y no con la fecha de causación en el año 2010 como reclama el demandante. 
En consecuencia, se confirma la decisión de primer grado que concedió el derecho desde el 25/11/2019, esto es, desde el primer reclamo pensional.
Lo anterior, con base en una mesada pensional igual a un salario mínimo, pues realizadas las operaciones aritméticas del caso con base en el IBL de los últimos 10 años de cotizaciones, tal como lo dispone el artículo 21 de la Ley 100 de 1993, no arrojó una suma superior a la referida. 
El demandante tiene entonces derecho al reconocimiento de una mesada pensional equivalente a 1 SMLMV pues las cotizaciones se hicieron por dicho valor y por 14 mesadas, en tanto que el derecho se causó con anterioridad al año 2011.

Ahora bien, auscultado el plenario se desprende que el demandante falleció el 18/12/2023, como se desprende del registro civil de defunción (fl. 4, archivo 38, c. 1), y no el 01/02/2021 como indicó la juzgadora de primera instancia, que proviene de un error por cambio de palabras, en este caso, de números de la juzgadora de primer grado, aunque sin reproche del demandante. Cambio que en esta instancia se hará pese a la ausencia de recurso de apelación, pues la fecha elegida por la juzgadora no proviene de una razón por ella elegida, sino por un error por cambio de números y el retroactivo pensional debe atender a la realidad acontecida, esto es, hasta la fecha real y cierta de fallecimiento del demandante, y no a la erróneamente dicha por la a quo. 
Entonces, el retroactivo pensional al que tenía derecho es el que se causó entre el 25/11/2019 – día de reclamo pensional – hasta el 18/12/2023 – fecha de fallecimiento – asciende a la suma de $56’142.461, sin que hubiera prescrito mesada alguna, pues el derecho se disfrutó a partir del 25/11/2019 y la demanda se presentó dentro del término que tenía para el efecto – 3 años -, esto es, desde el 07/10/2020 (archivo 0606, c. 1). 
Finalmente, en cuanto a los intereses de mora del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, el causante tenía derecho a los mismos en la medida en el evento de ahora reclamó su derecho pensional el 25/11/2019 (fl. 7, archivo 0505, c. 1) y el mismo se decidió negativamente de forma errada, pues sí había lugar a conceder la gracia pensional, de ahí que debe concederse los mismos desde el 26/03/2020, esto es, pasados los 4 meses a partir de su reclamación.
Al punto se advierte que la juzgadora nuevamente incurrió en otro error por cambio de palabras, pues concedió los mismos desde el 16/03/2020, cuando debía ser desde el 26. Por lo que, también se modificará la decisión en ese sentido, para atender la fecha cierta en que se reclamó el derecho pensional y los 4 meses contados a partir de allí.
Ahora bien, en tanto que el beneficiario falleció el 18/12/2023, entonces, solo hay lugar a conceder los mismos hasta dicha fecha y a favor de la masa sucesoral, pues al tenor del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 los mismos se conceden por la mora en el pago de la mesada pensional a quien debía disfrutar de la misma, esto es, al pensionado y ante su desaparecimiento, también desaparece el beneficiario de los intereses aludido.
Entonces, se modificará el numeral 5o de la decisión de primer grado, no solo en el extremo inicial de los intereses, sino también en el final pues la a quo concedió lo mismos hasta el pago del retroactivo, cuando debía limitarse hasta el día en que el demandante falleció. 
CONCLUSIÓN

A tono con lo expuesto, se revocará parcialmente la decisión de primer grado. Sin costas en esta instancia ante ante la prosperidad, aunque parcial, de los recursos elevados al tenor del numeral 8º del artículo 365 del C.G.P.
DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO: REVOCAR el numeral 1º y 2º de la sentencia proferida el 20 de mayo de 2024 por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso promovido por Olivet de Jesús Ladino Suárez – sucedida procesalmente por María Oliva Trejos contra la Administradora Colombiana de Pensiones – Colpensiones, trámite al que se integró como litisconsorte necesario a la Empresa de Servicios Públicos Domiciliarios Serviciudad ESP para en su lugar, ABSOLVER a Serviciudad ESP de la orden del cálculo actuarial. 
SEGUNDO: MODIFICAR el numeral 4º de la decisión apelada y consultada en el sentido de que el retroactivo pensional causado corre desde el 25/11/2019 – día de reclamo pensional – hasta el 18/12/2023 – fecha de fallecimiento – asciende a la suma de $56’142.461.
TERCERO: MODIFICAR el numeral 5º de la decisión de primer grado en el sentido de que los intereses de mora del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 corren desde el 26/03/2020 hasta el 18/12/2023. 
CUARTO: REVOCAR PARCIALMENTE el numeral 6º de la decisión de primer grado para en su lugar, absolver a Serviciudad ESP de las costas procesales impuestas en primer grado. 
QUINTO: CONFIRMAR en lo demás la sentencia apelada y consultada.

SEXTO: Sin costas en esta instancia por lo expuesto.  
Notifíquese y cúmplase,
Quienes integran la Sala,

OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA

Magistrada Ponente

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ
Magistrado

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
Magistrada

Con ausencia justificada 
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